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Bogotá, 14 de Agosto de 2014

Doctor (es)
JORGE FERNANDO PERDOMO TORRES
Vicefiscal General de la Nación

Fiscales del Grupo de Investigaciones Especiales asignadas del Fiscal General al Vicefiscal General de la Nación

Ciudad

Asunto: Incidente de Recusación
MARÍA SANDRA MORELLI RICO mayor de edad, identificada con cédula de ciudadanía número 51.751.461 expedida en Bogotá, portadora de la tarjeta profesional número 55.956 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura y actualmente CONTRALORA GENERAL DE LA REPÚBLICA, nombrada por el Congreso de la República y posesionada ante el Presidente de la República según Acta de Posesión No. 043 de fecha 30 de Agosto de 2010, de manera respetuosa e invocando el artículo 56 y siguientes del Código de Procedimiento Penal, solicito que previo el trámite legal pertinente, se DECLAREN IMPEDIDOS para conocer de las investigaciones en las cuales me encuentro vinculada como denunciante o denunciada, con fundamento en los argumentos que a continuación paso a exponer: 

I. Objeto de la Recusación

En la actualidad tengo conocimiento que se encuentran en curso varias investigaciones a cargo del señor Vicefiscal General de la Nación y del Grupo de Investigaciones Especiales asignadas del Fiscal General al Vicefiscal General de la Nación, motivo por el que la presente solicitud incluye tanto aquéllas que se me hayan notificado de manera formal, como las actuaciones que se tramiten en mi contra y de las cuales aún no tengo conocimiento. 

II. Consideraciones Generales y Fundamentos Jurídicos
Sea lo primero enunciar, que la presente solicitud encuentra soporte normativo en causales que nublan la objetividad de los funcionarios a cuyo cargo están las investigaciones penales que cursan en mi contra como funcionaria que regenta este Órgano de Control, y que indiscutiblemente restan imparcialidad al trámite que constitucional y legalmente debe seguir cualquier funcionario encargado de investigar y más de acusar a una persona. 

De especial cuidado resulta en las gestiones referidas que quien lidera una investigación lo haga bajo el respeto de Derechos Fundamentales, cuya consagración no sólo se limita a la Carta Magna sino que se soporta en tratados y convenciones internacionales, debidamente adoptados en este caso por el Estado Colombiano para la garantía efectiva del derecho de defensa y debido proceso. 

Desde ya considero ineludible, que las investigaciones que cursan en mi contra, sean lideradas, tal como lo he sostenido en reiteradas oportunidades, por funcionarios que garanticen el respeto a mis derechos fundamentales y se revistan de objetividad y la más nutrida imparcialidad.
Al respecto, la jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional resalta: 

“(…) La jurisprudencia de esta corporación ha puntualizado que los atributos de independencia e imparcialidad del funcionario judicial están orientados a salvaguardar los principios esenciales de la administración de justicia, y se traducen en un derecho subjetivo de los ciudadanos en la medida que forman parte del debido proceso. Los impedimentos y las recusaciones son los mecanismos previstos en el orden jurídico para garantizar el principio de imparcialidad del funcionario judicial. Tienen su fundamento constitucional en el artículo 29 de la Constitución, y en los convenios internacionales sobre derechos humanos aprobados por el estado colombiano (…)”
. (Negrillas y cursiva ajena al texto)

De igual manera, el precedente jurisprudencial ha resaltado, que la actividad del ente acusador, es decir de la Fiscalía General de la Nación en cabeza del señor Fiscal y de contera de los funcionarios que obran como subalternos y hacen parte de dicha entidad, debe guiarse por los principios rectores que modulan la actividad procesal y corresponden a los de lealtad, objetividad y corrección. 
Al respecto y dadas las particularísimas situaciones ocurridas en fechas presentes, como CONTRALORA GENERAL DE LA REPÚBLICA, considero de manera tajante que ni el señor Vicefiscal General de la Nación ni los funcionarios del Grupo de Investigaciones Especiales asignadas del Fiscal General al Vicefiscal General de la Nación, actúan bajo los principios arriba señalados, ni participan de los atributos referidos. 
Prueba de ello lo constituyen las siguientes circunstancias mediáticas que me permitiré referenciar en lo que sigue, que dan cuenta de la ausencia de lealtad procesal y objetividad dentro de las investigaciones en curso y que vulneran además, el principio de reserva procesal penal  en la etapa de investigación, al respecto de relevancia resulta el siguiente aparte jurisprudencial: 
“(…) ETAPA DE INVESTIGACION EN EL PROCESO PENAL-Debe ser reservada salvo para las víctimas de los delitos

 

Pese a que la etapa de investigación se caracteriza por ser reservada, para efectos de garantizar los derechos de las víctimas de los delitos a la verdad, justicia y reparación, la Corte Constitucional ha señalado que dicha limitación al principio de publicidad no las puede cobijar y que, por el contrario, las víctimas pueden conocer las actuaciones adelantadas por la Fiscalía dirigidas a averiguar la verdad de lo sucedido, de ahí que si bien es cierto la ley podía establecer la reserva de la investigación previa para salvaguardar la eficacia de la justicia, los derechos a la intimidad y al buen nombre del investigado, no lo es menos que no podía excluir a la parte civil, como era anteriormente denominada, porque afectaría de manera desproporcionada el núcleo esencial de los derechos de las víctimas (…)”
. (Negrillas y cursiva ajena al texto). 
Corolario de lo anterior, es que la etapa de la investigación sea reservada respecto de la comunidad o la sociedad en general, teniendo como excepción únicamente a las víctimas, quienes pueden conocer de las diligencias dirigidas a indagar sobre la verdad de lo sucedido. 
Se entiende entonces, que en este caso los medios de comunicación no podrían conocer a lo sumo en detalle, los aspectos específicos que hacen parte dentro de una investigación penal, ni podrían tampoco los funcionarios del ente investigador, dar opinión o manifestar opinión respecto de asuntos que atañan al proceso, pues ello no sólo atentaría contra los derechos fundamentales al buen nombre del investigado, en este caso de la suscrita, sino que además cercenaría el derecho de defensa y debido proceso dentro de la  actuación judicial. 

III. Hechos

Si bien las noticias sobre mi caso son comúnmente filtradas por los fiscales a los medios de comunicación, en los dos últimos días la situación es realmente alarmante y atentatoria inclusive con mi derecho a la intimidad y seguridad, así por ejemplo, en la noticia EXCLUSIVA CARACOL, de fecha 13 de Agosto de 2014, disponible en el vínculo web http://www.caracol.com.co/noticias/judiciales/piden-medida-de-aseguramiento-para-la-contralora-morelli/20140813/nota/2365727.aspx , se afirma que la Fiscalía General de la Nación me imputará cargos por la celebración de cuatro (04) contratos sin cumplimiento de requisitos y peculado por apropiación en favor de terceros. 
Lo que llama la atención, es que la periodista Darcy Quinn revelara con exactitud iguales argumentos a los señalados en el “Informe de Auditoría Especial al traslado de las sedes centrales de la Contraloría General de la República y del Fondo de Bienestar Social” y que obedecen a la observación No. 2, página 44; presunto hallazgo del que la Auditoría debió hacer traslado al Ente Acusador y que haría parte de las diligencias reservadas dentro de la investigación. 
La referida noticia señaló que la Fiscalía General de la Nación determinó que el cambio de sede de la CGR se basó en razones como las del helipuerto, vidrios sin blindaje y riesgos por ataques terroristas, argumentos idénticos (a pie de letra) a los citados en el referido informe, así como la mención específica a contratos. 

Cuestión similar ocurre con la noticia revelada por el TIEMPO en fecha 13 de Agosto de 2014 y disponible en el vínculo web http://www.caracol.com.co/noticias/judiciales/piden-medida-de-aseguramiento-para-la-contralora-morelli/20140813/nota/2365727.aspx , entre un sin número más que me permito adjuntar en medio físico y que prueban además que fuentes directas de la  Fiscalía General de la Nación, de manera continua han manifestado su opinión y han suministrado detalles específicos sobre el asunto material del proceso. 
El día de hoy 14 de Agosto de 2014, en la emisión de 6AM HOY POR HOY
, Darcy Quinn, revela supuestos nexos de la Contraloría con el hacker Andrés Sepúlveda y con la cuestionada sala de interceptaciones conocida como Andrómeda, tomando nuevamente como fuente directa los dichos del ente investigador y publicando datos específicos, como presupuesto destinado para la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico y nuevamente la mención de contratos suscritos. 

Para los efectos aquí pretendidos, relacionaré únicamente las noticias que preceden, aclarando que en el curso del año se han publicado en medios comunicación noticias similares, que tal como lo he sostenido en el transcurso de este escrito, demuestran las opiniones sostenidas por la Fiscalía General de la Nación en cabeza de quienes dirigen dichas investigaciones, incurriendo en causales de impedimentos y recusaciones de que trata el artículo 56 del Código de Procedimiento Penal y violando además la debida reserva de las investigaciones. 
Aunado a lo anterior y dadas las circunstancias aquí expuestas, en lo que atañe a la violación al principio de reserva procesal, presenté denuncia disciplinaria ante la Procuraduría General de la Nación y en contra del señor Vicefiscal y los demás fiscales asignados a las investigaciones que cursan en mi contra, por violación a la normativa que señala la Ley 734 de 2002, denuncia que fue radicada el día 14 de Agosto de 2014 y de la que me permito también, adjuntar la debida copia. 

IV. Causales Alegadas
Bajo estas circunstancias, resultan aplicables entonces las siguientes causales consagradas en el artículo 56 de la citada normatividad:
“(…) CAPITULO VII

Impedimentos y recusaciones

Artículo 56. Causales de impedimento. Son causales de impedimento:

4. Que el funcionario judicial haya sido apoderado o defensor de alguna de las partes, o sea o haya sido contraparte de cualquiera de ellos, o haya dado consejo o manifestado su opinión sobre el asunto materia del proceso (…)”. (Negrilla ajena al texto).
(…)

11. Que antes de formular la imputación el funcionario judicial haya estado vinculado legalmente a una investigación penal, o disciplinaria en la que le hayan formulado cargos, por denuncia o queja instaurada por alguno de los intervinientes. Si la denuncia o la queja fuere presentada con posterioridad a la formulación de la imputación, procederá el impedimento cuando se vincule jurídicamente al funcionario judicial (…)”. 
A propósito de causal que se invoca, las pruebas adjuntadas al presente Incidente de Recusación, dan cuenta específica del suministro de información y de la manifestación de opiniones extraprocesales dadas tanto por el señor Vicefiscal como por los Fiscales que lideran las investigaciones en mi contra a los distintos medios de comunicación, quienes a la fecha cuentan con una información detallada y específica sobre asuntos que harían parte de la reserva de las investigaciones.  

En relación, sea necesario traer a colación el siguiente precedente:

“(… ) Así mismo, frente a la causal de impedimento aducida por el Magistrado  del Tribunal de Bogotá, doctor LUIS FERNANDO RAMÍREZ CONTRERAS,  es decir, haber manifestado su opinión sobre el asunto materia del proceso al emitir fallo por hechos conexos con aquellos que aquí se investigan, motivo consagrado en el numeral 4° del artículo 56 de la Ley 906 de 2004, ha sido reiterada la jurisprudencia de la Corte en señalar que no toda opinión sobre el objeto del proceso conlleva esa solución, sino sólo aquella que se produce extraprocesalmente. Del mismo modo, se ha destacado que la opinión capaz de tener actitud para soportar la declaratoria de impedimento, debe tener entidad, ser sustancial, vinculante, de fondo, que constituya una barrera que comprometa el juicio del juzgador y que le impida actuar con libertad e imparcialidad
.  Al respecto, la jurisprudencia de la Sala ha expresado lo siguiente: 

“(…) Ha reiterado la jurisprudencia de esta Sala que la opinión erigida en motivo de impedimento tiene que ser sustancial, vinculante y haberse emitido por fuera del proceso.

Lo sustancial, es lo esencial […] en asuntos jurídicos, se identifica con el fondo de la pretensión de la pretensión o de la relación jurídico material que se debate. Se entiende que la opinión es vinculante cuando el funcionario judicial que la emitió queda unido, atado o sujeto a ella, de modo que en adelante no puede ignorarla o modificarla sin incurrir en contradicción. Y por fuera del proceso, significa que la opinión sea expresada en circunstancias y oportunidades diferentes a aquella que prevé la legislación procesal para el asunto del cual se debe conocer funcionalmente (…)” 

Frente a la causal No. 11, deberán observarse el trámite que para tales efectos reseña la Ley. 

V. Petición

Solicito dar trámite a este incidente poniendo desde ya de manifiesto, que dadas las especialísimas circunstancias que rodean las investigaciones que cursan en mi contra, no considero viable una decisión en contrario, y menos aún, que este incidente pueda ser tramitado por quien funge como superior jerárquico tanto del Vicefiscal General de la Nación como de los fiscales asignados, habida consideración que en oportunidad anterior he recusado al Dr. Eduardo Montealegre Lynett por hechos de enemistad grave, que trascienden el plano meramente legal y que la Sala Penal de la Corte desestimó sólo por considerar que “(…)el Fiscal General de la Nación no actúa como funcionario instructor respecto de las investigaciones en relación con las cuales se pretende que se apartado (…)”, sino que se encuentran a cargo del Vicefiscal General y de otros fiscales de diferente jerarquía. 
Se encuentran entonces ustedes, dentro de la causal alegada que se consagra el numeral 4 del artículo 56 de la Ley 906 de 2004, consistente en haber dado consejo o manifestado su opinión de manera extraprocesal sobre los asuntos materia de las investigaciones que cursan en mi contra, situación que afecta directamente el principio de transparencia e imparcialidad en el trámite de las citadas denuncias, así como en el respeto a mis garantías constitucionales, que sólo pueden ser restituidas si se separa o aparta del conocimiento de las mismas a los funcionarios aquí recusados, resultando necesario que el conocimiento de éstas sean asumidas por un funcionario ad –hoc.
Atentamente, 

SANDRA MORELLI RICO

C.C. No. 51.751.461

� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-881 de 2011.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-049 de 2008.


� Disponible en el siguiente vínculo web �HYPERLINK "http://www.caracol.com.co/noticias/judiciales/contraloria-habria-tenido-nexos-con-andromeda-y-hacker-andres-sepulveda/20140814/nota/2367073.aspx"�http://www.caracol.com.co/noticias/judiciales/contraloria-habria-tenido-nexos-con-andromeda-y-hacker-andres-sepulveda/20140814/nota/2367073.aspx�


� Ver, entre otros, auto del 19 de julio de 2000, M.P. Dr. Álvaro Orlando Pérez Pinzón. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. 


� Auto de impedimento del 6 de abril de 2005, M.P. Dr. Edgar Lombana Trujillo. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. 
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